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Introducción

A los primeros cien días de gobierno de la doctora Michelle Bachelet, se les podría asociar literariamente a los cien años de soledad -que ella y sus ministros deben sentir ante lo injusto que parece la vida cuando antes de cumplido medio año de gobierno, la crítica cae con una ferocidad inimaginable. Sin embargo, también podríamos asociarlos, desde la perspectiva del pueblo, al dicho popular “no hay mal que dure cien años”, porque para muchos, la constatación de su realidad como una situación colectiva, hoy parece una condena que sino viene durando cien años, treinta si, de todas maneras.
Lo primero que uno podría considerar es de donde nace la necesidad u obligatoriedad de evaluación. Esta cifra de los 100 días es una demanda y exigencia absolutamente autoimpuesta, que no responde a ningún criterio y que con el paso de los días ha terminado por transformarse en un boomerang para el propio gobierno.
Pero siguiendo este ejercicio de evaluación a que el gobierno se ha expuesto hemos abordado tres grandes líneas de análisis: económico-social, político-social y ecológico-social. El resumen materia económica habla de una situación paupérrima que se refleja, por ejemplo en la reiterada receta de mantener comprimida la función pública, a través de la regla del superavit estructural, en los aumentos miserables de pensiones, en los débiles bonos compensatorios por aumento del precio de los combustibles, entre otras iniciativas del mismo tono.
En el ámbito político-social el tema se encuentra marcado por el manejo del conflicto de los estudiantes secundarios, donde se dejó al descubierto todas las falencias de los gobiernos de la Concertación y los vicios que el sistema y los políticos vienen arrastrando hace años. En materia ambiental los ejemplos hablan por si solos: la continuidad de la celulosa Arauco en Valdivia, cuyos efectos no han sido remediados; así también la pronta puesta en servicio de la planta Nueva Aldea; la aprobación definitiva por parte de la Comisión Nacional del Medio Ambiente del proyecto Pascua Lama; y la persistente debilidad de la institucionalidad ambiental chilena.
Este escenario nos muestra claramente al cuarto gobierno de la Concertación estancado, agotado en sus prácticas insuficientes para la resolución de conflictos y totalmente insatisfactorias para introducir grados de mayor participación política e igualdad social. Un ejercicio que ha sostenido la administración de Bachelet es recurrir a las famosas comisiones que apuntan a prolongar la situación y posponer la resolución. Paralelamente hemos visto un gobierno atrapado en el mecanismo históricamente utilizado por la Concertación de negociar con la derecha, en vez de liderar al pueblo chileno hacia la búsqueda de los cambios que se necesitan. En resumen en vez de promover la organización social ciudadana, fortaleciendo la discusión y el debate público ha continuado con la práctica de crear comisiones en donde, la derecha, al igual que en el parlamento, está siempre sobre representada y que ya sabemos concede muy poco a la hora de modificar la herencia pinochetista. Todo esto, por supuesto, acompañado de un gran manejo comunicacional.
Lo anterior esta directamente relacionado con la situación de la libertad de expresión en nuestro país, aspecto que no ha recibido ni la menor preocupación de la presidenta Bachelet, ya que después de 16 años de gobiernos de la Concertación seguimos siendo victimas del duopolio periodístico, de una abierta desaparición de medios alternativos y donde las practicas de querellarse en contra de quienes denuncian a las autoridades es el recurso más utilizado.
Otro elemento que deja claro esta revisión es la como la composición del gabinete de gobierno no hace más que ratificar y profundizar el estancamiento de nuestra sociedad, es decir el equipo de ministros es absolutamente ad hoc para continuar con más de lo mismo. Baste con mencionar tres figuras del mismo: Andrés Zaldívar un político que venía saliendo de una derrota electoral y que no ha logrado dejar en el olvido sus vinculaciones con el empresario Anacleto Angelini; Alejandro Foxley, un ex ministro de Hacienda, ahora en Relaciones Exteriores, quien se ha encargado de efectuar una verdadera apología de la obra económica de la dictadura: “Pinochet realizó una transformación, sobre todo en la economía chilena, la más importante que ha habido en este siglo”; y Andrés Velasco quien se ha mostrado partidario de la privatización de Codelco y es hombre ideológicamente alineado a el FMI. Para que hablar de Lagos Weber que no ha sido ningún aporte, y quizás cabe recordar al emperador Adriano que decía que las virtudes y talentos no se heredaban, sin considerar que tuviera algo muy valioso que heredar.
Finalmente, habría que decir que este escenario, considerando lo ocurrido en el corto plazo y otros elementos que se vienen arrastrando hace décadas no hacen que evidenciar una agudización de los conflictos sociales. Si bien es ciertamente difícil que se materialicen brotes de insatisfacción social que logren romper con la actual estructura política y económica del país, (los secundarios lograron hacerlo ya que no tienen las amarras que tienen los trabajadores o incluso los estudiantes universitarios) no es descabellado pensar que existen razones de sobra para que muchos chilenos se levanten en protesta frente a la precaria situación en la que viven.
1- Balance político-social
Según la agenda de estos primeros 100 días de gobierno, tres ejes constituían la principal tarea política de la administración de Michelle Bachelet: la reforma de los sistemas previsional y electoral binominal, y la aprobación del proyecto de subcontratación. Sin embargo, a poco andar el Ejecutivo debió afrontar el conflicto con los estudiantes secundarios, que se convirtió en la principal crisis política y social de estos tres meses de gestión. Absolutamente sobrepasado, el gobierno fue incapaz de reaccionar a tiempo y las demandas estudiantiles ocuparon la agenda noticiosa durante más de tres semanas. El comité político reunido cada mañana en La Moneda trató de enmendar los serios errores comunicacionales del ministro de Educación, Martín Zilic, que no pudo frenar  las tomas y paros. Al mismo tiempo, la tensión al interior del Palacio de Gobierno aumentaba con las manifestaciones callejeras y la brutal represión policial. La supuesta “política ciudadana” que tanto sonó en el discurso de las nuevas autoridades era exigida al máximo y el resultado fue una mezquina oferta económica para paliar la crisis educacional y la conformación de un consejo asesor presidencial. La respuesta fue tarde y el balance político fue menos que mediocre. 

1.1- La revolución de los pingüinos

El 25 de abril de 2006, 15 centros de alumnos de colegios de la Región Metropolitana convocaron a una marcha para protestar por la demora en la entrega del pase escolar. Los estudiantes caminaron pacíficamente hacia el ministerio de Educación, pero antes de llegar fueron fuertemente repelidos por las Fuerzas Especiales. Era un tibio anuncio de lo que vendría, porque los secundarios sumaron otro reclamo: el excesivo precio de la Prueba de Selección Universitaria. Consideraban privativo este examen que determina el ingreso a la universidad. Los estudiantes sabían que ya estaban en desventajas frente a sus compañeros de los establecimientos privados y los casi 25 mil pesos de la PSU aumentaban aún más la diferencia. Los alumnos de colegios privados pueden pagar el examen y obviamente, obtienen los mejores resultados. El concepto desigualdad ya comenzaba a sonar en los oídos de los estudiantes. 
En el Mineduc, el ministro Zilic cuestionaba a los secundarios y esgrimiría por primera vez que “el gobierno no negocia bajo presiones”. Argucia argumentativa que fue devastada rápidamente por el movimiento estudiantil, que por primera vez en 16 años de transición lograron golpear la estructura del poder. Anclados en las prácticas políticas comunes de los gobiernos de la Concertación, La Moneda ocupó los recursos retóricos primero para subestimar las manifestaciones y luego para satanizar a los estudiantes, reclamando por los destrozos y exigencias. Apelando al tradicional llamado a “diálogo”, Zilic trató de paralizar las protestas, mientras en Palacio nadie se refería al tema. 
Pero 15 días después del aviso de los secundarios, y frente a la pasividad política del gobierno, cerca de 2 mil estudiantes marcharon por el centro de Santiago y en algunas regiones del país, para sumar a sus dos primeras demandas, una más: revisión de la Jornada Escolar Completa. Nuevamente, Carabineros en coordinación con la Intendencia Metropolitana y el ministerio del Interior reprimió la movilización y se registraron más de 900 detenidos. El conflicto comenzaba agudizarse y las miradas periodísticas apuntaban al Mineduc, mientras en La Moneda la presidenta Bachelet guardaba absoluto silencio. Zilic, casi desesperado y con muestras evidentes de cansancio frente a las protestas, anunció en repuesta a las demandas estudiantiles becas para la PSU a los dos quintiles más vulnerables. 
Al día siguiente, los secundarios se reunieron con el ministro Zilic, pero anunciaron que seguirán en movilización constantes si no se acogen todas sus exigencias y reinvidaciones. Bachelet aún guarda silencio, pero los secundarios cumplieron su palabra y el 17 de mayo nuevamente marcharon en Santiago, pero sin la autorización de la Intendencia. Se registraron desmanes y detenidos, y otra vez en el discurso de las autoridades de gobierno se remarcan los hechos de violencia y se niegan a negociar bajo presiones. 48 horas después, los estudiantes radicalizan su postura y el Instituto Nacional, el Confederación Suiza, el Liceo de Aplicación y José Victorino Lastarria son tomados por sus alumnos. Exigen que la Presidenta se refiera al conflicto estudiantil en el próximo discurso del 21 de mayo en el Congreso Pleno.
La presidenta Bachelet, en su presentación ante el Parlamento, omitió la movilización y sólo le dedicó algunas líneas de su discurso a los encapuchados y dijo que “la democracia a cara descubierta”. Astutamente, los estudiantes modificaron su movilización y ya no marcharon por Santiago, sino que se volcaron a sus colegios en paros y tomas, demostrando que la verdadera democracia a cara descubierta es propiedad de ellos. El gran error de la Presidenta fue omitir el conflicto y satanizarlo una y otra vez. En este caso, al subestimar la representación y poder de los estudiantes, La Moneda sucumbió ante la estrategia clásica de la Concertación, es decir, no considerar la disidencia ni la movilización. Como la coalición de gobierno, ha contribuido a la estrategia de despolitización de la ciudadanía ideada por la dictadura, el Ejecutivo proyectó que una vez más un movimiento de protesta sería rápidamente aplacado por la escasa cobertura mediática y por la apatía de la política tradicional. Sin embargo, los estudiantes remecieron la estructura del poder, porque sintonizaron con las aspiraciones mayoritarias de la sociedad, que no solo vio en las demandas de los secundarios reivindicaciones estudiantiles, sino una protesta contra la desigualdad y la desesperanza tan anidada en la gran mayoría de los chilenos.
Rápidamente, los escolares concentraron la pauta informativa de los medios y establecieron como punto central de la agenda a la educación. Después de 8 días de tomas y de tiras y aflojas con el gobierno, donde la descoordinación entre Zilic y La Moneda era abismante, los estudiantes convocaron a un paro nacional. Antes de eso, el comité político de Bachelet se reunía diariamente a las 9 de la mañana para analizar el conflicto. Lo que empezó con “no negociamos bajo presión” y que pasó a “no aceptamos los paros”, terminó con una convocatoria amplia para dialogar. A tal extremo llegó la muestra de democracia real de los estudiantes al país, que las vocerías eran revocables y nada se resolvía fuera de la asamblea. Absolutamente sobrepasado por la política estudiantil, el gobierno trató incansablemente de encausar el conflicto dentro de los mecanismos de resolución al cual está adscrita la Concertación, es decir, deslegitimar la protesta social y entregar una solución de parche.
El paro nacional de los secundarios del 30 de mayo fue acompañado por algunas manifestaciones callejeras, que terminaron con la brutal intervención de Carabineros. La grave represión le costó el puesto al Prefecto de Fuerzas Especiales, pero no hubo responsables políticos por el accionar de la policía. El ministro del Interior, Andrés Zaldívar salió incólume siendo que el es responsable directo del orden público. Una vez más, hizo gala de su destreza para desvincularse de las responsabilidades. Aunque quedó demostrado que la democracia real de los estudiantes dejó incapacitado al ministro Zaldívar, que en más de sus 30 años en la política solamente ha trabajado dentro de los márgenes clásicos de la democracia privada.
La movilización estudiantil ya había sacudido al gobierno y en cadena nacional la Presidenta anunció las medidas para acabar con el conflicto. Lo cierto es que la mandataria apelando al lenguaje clásico de los economistas, es decir, poniendo énfasis en números y comparaciones impactantes como el número de viviendas sociales, simplemente comunicó que el aporte anual extra para la educación será de 72.000 millones de pesos. Esto es una respuesta mezquina considerando las riquezas que Chile posee.

Esto demuestra que la mentada revolución educacional es una construcción más de la hábil estrategia comunicacional de los gobiernos de la Concertación. Decir que la educación es prioridad, pero asignar estos escuálidos recursos es caer en el juego de las ambigüedades y de las inconsistencias. El anuncio de Bachelet representa sólo el 0,3% de la deuda externa total del país durante 2005, o sólo el 4,9% de las utilidades que obtuvieron las principales empresas multinacionales en Chile durante el año pasado (Minera Escondida, Endesa Chile, Telefónica CTC).

Los 133 millones de dólares de la supuesta gran revolución educacional es menos de lo que ganan diariamente los grupos económicos Matte, Luksic y Angelini. En aviones F-16, tanques Leopard I y submarinos se han gastado 2.800 millones de dólares, o sea, 20 veces los recursos que se destinarán a la enseñanza de los hijos de un Chile injusto y excluyente. Las autoridades abusan del lenguaje y ocupan espacios de ficción para comunicar sus medidas, pero esconden la verdad y la manipulan.

Y, como punto final de estas medidas, Bachelet anunció la creación  de un Consejo Asesor Presidencial. Una vez más recurre al artilugio de la comisiones para hacernos creer que su gobierno escucha a la ciudadanía. La verdad es que no lo hace y quedó demostrado con la “revolución de los pingüinos”. Los estudiantes levantaron una demanda justa y razonable y, a diferencia del levantamiento estudiantil de mayo del ‘68 en Francia, cuyo grito de guerra era “seamos realistas, pidamos lo imposible”, en nuestro mayo del 2006, los estudiantes pidieron solamente lo que es posible, puesto que en Chile existen los recursos suficientes para alcanzar una educación de calidad. No obstante, el movimiento recibió como respuesta la incapacidad del gobierno para hacer frente a este grave conflicto.
1.2- Las comisiones y la subcontratación
Tal como sucedió con las demandas estudiantiles, dos grandes temas político-sociales fueron derivados a comisiones. Se trata de la reforma previsional y de la modificación al sistema electoral binominal. Dos anclajes más de la estructura neoliberal y antidemocrática que heredó la dictadura y que bien ha sabido administrar la Concertación. 
A cargo de la comisión para modificar el sistema binominal, nombro al ex senador designado Edgardo Boeninger. A este ex ministro y ex parlamentario, se le considera como uno de los “ideólogos de la transición”, es decir, uno de los personajes que diseñó el aggiornamiento de la Concertación a la herencia política y económica de la dictadura. El ex secretario general de la Presidencia del gobierno de Patricio Aylwin, escribió hace solo unos años en referencia al proceso de transición a la democracia que comenzaba que  “algunas condiciones básicas deben cumplirse para que las Fuerzas Armadas acepten traspasar el poder: el aislamiento político del Partido Comunista (no su exclusión) y la aceptación de hecho de la Constitución de 1980, sin perjuicio de introducirle reformas sustanciales, porque para los militares descalificarla en su integridad constituía una ofensa al honor militar”
.

Justamente, este destacado democristiano debió elaborar una propuesta para modificar el sistema binominal, punto central de la Constitución de Pinochet, que da sobre representación a la derecha en el Parlamento y que excluye a un importante porcentaje de chilenos que no cuentan con parlamentarios que los representen.
La comisión Boeninger entregó un informe al ministro Zaldívar, donde señala que la mejor de las tres alternativas que plantea para modificar el binominalismo es el proporcional corregido.  Lo cierto es que poco se conoce de este informe, porque el ministro del Interior no entregó mayor información, escudándose en que primero lo debía conocer la Presidenta y luego todos los chilenos. Aún no hay una comunicación oficial del Ejecutivo respecto a este tema, aunque todo hace presuponer que primero deberán concertar con la derecha un mecanismo para después proponerlo al país. De hecho, tanto el trabajo de esta comisión como el de la reforma previsional deben terminar en un proyecto de Ley, que necesariamente requerirá los votos de la derecha. Quizás, por eso se explica que en la comisión previsional a cargo de Mario Marcel, ex director de Presupuesto durante el gobierno de Ricardo Lagos, haya una amplia representación de los intereses económicos y de la derecha política, todos los cuales siempre han respaldado el sistema de capitalización individual y, en consecuencia, sólo podemos esperar modificaciones menores e insustanciales al sistema de las AFPs.
La Concertación nuevamente hecha por la borda la posibilidad de una modificación sustancial al actual sistema previsional cuando la presidenta Bachelet incorpora en la comisión a cargo de esta reforma a importantes figuras del pensamiento neoliberal ortodoxo “criollo”. La gran mayoría de estos asesores provienen de centros de estudios íntimamente ligados al gran empresariado como el CEP y Libertad y Desarrollo. Los trabajadores quedaron sin representación y curiosamente dos reconocidos expertos, que ponían en tela de juicio la competencia de la industria y el poder oligopólico de las AFPs  -ambos de diferente color político- como Salvador Valdés y Manuel Riesco, quedaron excluidos.

Es muy difícil que en ese contexto se logren avances importantes para los trabajadores, sobre todo si no se contemplan reformas económicas estructurales, especialmente en el mercado laboral. Si sólo un 30% de los puestos de trabajo en Chile son catalogados como “decentes”, si el 80% de los chilenos obtiene mensualmente menos de 350 mil pesos y si los empleadores no pagan las cotizaciones de sus trabajadores, porque la Inspección del Trabajo no puede fiscalizar, cualquier modificación al sistema de las AFPs no tendrá éxito. Es decir, se requiere de una cirugía mayor, que implique una reestructuración total del actual patrón de concentración de la riqueza que bien representan las AFPs. 
Ese mismo esquema se mantendrá incólume con el anunciado proyecto de subcontratación que fue aprobado recientemente en el Congreso. Para poder anunciarlo en su discurso del 21 de mayo, Bachelet, a través del ministro del Trabajo Osvaldo Andrade, comprometió el veto presidencial para modificar los aspectos de la ley que no gustaban a la derecha. 

Este proyecto es de suma importancia para atacar decididamente la precariedad laboral y la escandalosa situación de más de 500 mil chilenos que se ven sometidos a miserables condiciones de trabajo. El ex senador José Ruiz di Giorgio, calficó a la subcontratación como “la esclavitud moderna”. Pero como los únicos beneficiados con este esquema son los grupos económicos, cuyos representantes están en el Parlamento para torpedear cualquier intento de alteración de sus negocios, la derecha se opuso a la ley, además de algunos parlamentarios democristianos. 

Por ello, el gobierno de Bachelet llegó a un acuerdo con los senadores de Renovación Nacional y de la UDI, Andrés Allamand y Pablo Longueira, respectivamente, para asegurar los votos de la oposición al proyecto de ley. Una vez más, la necesidad de un acuerdo forzado con la derecha pone de manifiesto que la Concertación ha consolidado la democracia privada, donde la ciudadanía, los trabajadores y las aspiraciones de la mayoría de los chilenos son desplazadas a un tercer y cuarto plano. 

Para el gobierno de Bachelet, más vale anunciar una ley insustancial el 21 de mayo que la real protección de los trabajadores. Recurriendo a la hábil estrategia comunicacional que ha caracterizado a los gobiernos de la Concertación, en estos 100 días el Ejecutivo ha demostrado que el abuso del lenguaje sigue siendo la principal herramienta para atenuar los conflictos político-sociales. Tal como lo hizo el ex Presidente Lagos en su sexenio de los sofismas, más vale una audaz construcción discursiva de la realidad que la precaria realidad del 80% de los chilenos.
Y el conflicto con los secundarios es el mejor ejemplo en estos tres primeros meses de gestión que Bachelet seguirá en esa senda. Porque, en el lenguaje de las palabras, la educación, qué duda cabe, es una prioridad mayúscula e incuestionable. Sin embargo, en el lenguaje de los números, algo más precisos que las palabras, esa prioridad casi no existe. Los números nos lo están gritando: en Chile, es preferible darse el lujo de tener tres representantes en el ranking de hombres más ricos del mundo, el ejército mejor armado de América Latina, las grandes empresas y corporaciones multinacionales multiplicando por tres y cuatro sus ganancias, a que los estudiantes accedan a una educación adecuada y de calidad que los prepare como ciudadanos y como personas.

No existe la voluntad política para llevar a cabo las reformas que el país necesita. Esto, porque se requeriría realizar una trascendental reforma tributaria y un cambio no menor en la política de administración de los recursos naturales, lo cual no está contemplado por la actual administración y tampoco ha estado contemplado a todo lo largo de la administración concertacionista. En primer lugar, por  las convicciones ideológicas a las cuales adhiere el actual ministro de Hacienda, Andrés Velasco y, en segundo lugar, por los compromisos políticos privados que tiene la Concertación con el poder económico, que han quedado de manifiesto en la agenda política de Bachelet en sus primeros 100 días de gobierno.

Lo que hemos visto es un gobierno atrapado en el mecanismo históricamente utilizado por la Concertación, negociar con la derecha, en vez de liderar al pueblo chileno hacia la búsqueda de los cambios que se necesitan. En vez de promover la organización social ciudadana, fortaleciendo la discusión y el debate público, a través de promover una eficaz libertad de expresión, ha continuado con la práctica de crear comisiones en donde, la derecha, al igual que en el parlamento, está siempre sobre representada.

2- Balance económico-social
Los resultados macroeconómicos de los primeros 100 días de Bachelet a cargo del gobierno de la nación han sido paupérrimos. Así lo comprueba el Índice Mensual de Actividad Económica, IMACEC, cuyo crecimiento en abril pasado fue de sólo el 2,8%. Sin embargo, más que lo bajo de la cifra de crecimiento económico, lo que más llama la atención es la poca capacidad innovadora y creativa del ministro de hacienda para aprovechar un contexto internacional tremendamente favorable, con un precio del cobre por las nubes bordeando casi los US$ 4 la libra en la Bolsa de Metales de Londres y con excedentes fiscales que durante el primer trimestre superaron los 3.000 millones de dólares. Si se mantiene esta tendencia lo más probable es que este gobierno sea recordado como aquel que se “farreo” la oportunidad de introducir cambios sustantivos en el orden económico chileno. Lo anterior producto del “amarre” macroeconómico heredado del Gobierno de Lagos y además por las propias señales de Michelle Bachelet en el sentido de profundizar la actual estrategia de desarrollo, basada en la exportación de recursos naturales y en la entrega del excedente económico a los grupos económicos y a las transnacionales
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2.1- Regla del superávit fiscal: El legado de Lagos-Eyzaguirre

Una de las mayores conclusiones luego de conocer el discurso presidencial del 21 de Mayo, es que el legado de Lagos e Eyzaguirre, la política del superávit fiscal, se mantiene firme en La Moneda. Esto ya que el principal anuncio fue el de utilizar sólo los intereses obtenidos en operaciones financieras (130 millones de dólares), gracias al ahorro de los excedentes fiscales acumulados que llegan a unos 3.500 millones de dólares. Con esto se comprueba que la actual administración aplicará con el máximo rigor la regla del superávit estructural.

Lo anterior se refuerza al considerar la iniciativa del ministro de Hacienda Andrés Velasco de crear un fondo de estabilización económico social donde se incorporarán todos los recursos  del superávit estructural que superen el 1% del PIB y sean de origen “cíclico”. Esto último incluye todos los mayores recursos provenientes de los mayores precios del cobre o de tasas de crecimiento que estén por sobre la estimada en la elaboración del Presupuesto Anual de la nación, a diferencia de los recursos obtenidos por los intereses, que se consideran “estructurales”, ya que dependen del fondo de ahorros.

Con esto se mantiene el legado de Lagos-Eyzaguirre en mantener contraída al máximo la política fiscal condenando a nuestro país a la eterna espera por el desarrollo, yendo en contra incluso de la propia voluntad ciudadana, que en más de un 72% considera que los ingresos adicionales provenientes de los mayores precios del cobre deben gastarse ahora o invertirse en innovación tecnológica
.

Uno de los mayores argumentos del ministro Velasco, y de la ortodoxia en general, para no gastar más e invertir en fondos en el exterior al estilo “noruego”, es que este mayor gasto provocaría una mayor reevaluación del peso, afectando al sector exportador no cobre y a los sustitutos de importaciones. Sin embargo es importante considerar que esta política no necesariamente contribuiría a revertir la baja del dólar, incluso, en el mediano plazo, podría acentuar las fuerzas a la baja si es que los agentes económicos internacionales premian el mayor ahorro en el exterior con un menor riesgo país incentivando la entrada de capitales, la que se verá también inducida por el aumento en las tasas de interés por parte del Banco Central esperado de aquí a fin de año.

Por otra parte, el mayor ahorro externo de recursos fiscales extras no soluciona el problema de fondo de nuestra economía, que consiste en una dependencia absoluta a la explotación de los recursos naturales en general, y del cobre en particular, lo cual nos hace tremendamente vulnerables a la evolución de los precios internacionales y por consiguiente a las coyunturas externas. Chile necesita políticas heterodoxas para aprovechar la coyuntura internacional favorable y los altos precios del cobre para generar los cambios que se requieren para modificar nuestra estructura productiva, generando mayor diversificación exportadora, competitividad y desarrollo. Seguir acumulando superávit fiscal, perpetuando el legado de Lagos-Eyzaguirre, es seguir posponiendo la decisión para dar el salto a un mayor desarrollo. Hoy es perfectamente posible hacer inversión pública de alto impacto social, en salud y educación; ir en apoyo de la Pyme a través de  incentivos y rebajas tributarias, como la eliminación del impuesto al crédito o la renegociación de su endeudamiento en dólares, y fomento tecnológico para contribuir a la industrialización del país a través de créditos para la importación de maquinarias y equipos; y buscar nuevas fuentes energéticas promoviendo el uso de energías sustentables. Esta es la mejor manera para enfrentar los períodos de “vacas flacas”, con una economía competitiva, más desarrollada y menos vulnerable a los ciclos externos. No podemos olvidar la necesidad de ampliar la inserción de Chile en los mercados latinoamericanos en donde las pequeñas y medianas empresas tienen una mayor participación. Esto pasa por acuerdos comerciales y por una real integración económica con la región latinoamericana.
2.2- El aumento de diez por ciento de las pensiones mínimas

Una medida anunciada, también al estilo Lagos, con grandilocuencia y amplia cobertura mediática fue el aumento en un diez por ciento de las pensiones mínimas. Esta medida fue presentada como de costumbre como un gran esfuerzo y una muestra del compromiso social de la Concertación. Sin embargo, en la gran mayoría de los casos esto no significó nada más que un paliativo menor y –dado el costo de la vida en el Chile de hoy- prácticamente despreciable. En la gran mayoría de los casos, este aumento no le permitirá a las personas que recibieron dicho aumento en sus pensiones, alcanzar un nivel de ingreso mensual medianamente aceptable para hacerse cargo de sus necesidades básicas y elementales. Nadie con menos de 150 mil pesos mensuales puede enfrentar sus gastos mensuales con un mínimo de dignidad y el aumento de las pensiones mínimas en 10 por ciento no permite a las personas llegar a ese nivel de ingreso.
2.3- Precio del cobre, baja del dólar y enfermedad holandesa

El debate económico de los 100 días de Bachelet se centró en el alza en el precio del cobre, el cual llegó a niveles históricos al bordear la barrera de los 3 dólares la libra. Lo paradójico es que este aumento, que conlleva importantes entradas para el Fisco chileno, más que una buena noticia ha sido motivo de importantes preocupaciones para el sector exportador y tampoco se vislumbran mejoras importantes para el bienestar de los chilenos. Esto es así por varias razones de carácter estructural de nuestra economía.

Por un lado, dada nuestra total y absoluta dependencia al cobre, ya que explica el 45% del total de nuestras exportaciones, no estamos inmunes a la llamada “enfermedad holandesa”, fenómeno económico que implica que ante un aumento importante en el precio del principal bien exportable de un país, la mayor entrada de divisas al mercado provoca la apreciación de la moneda local, afectando al resto de las industrias exportadoras, principalmente aquellas menos competitivas ligadas a las pequeñas y medianas empresas. Lo grave es que este grupo de empresas son tremendamente importantes por su número, 3.992 o sea el 58% del total de empresas exportadoras, y por el empleo que generan, aunque no exportan más allá del cuatro por ciento del total de las exportaciones, siendo sus principales mercados de destino, los países de la región latinoamericana.
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Frente a esto las autoridades económicas (Hacienda y Bco. Central) han sido excesivamente cautas, aplicando medidas menores como el ahorro de los excedentes del cobre en fondos en el extranjero o destinar parte del superávit a un fondo de reserva de pensiones, sin que se afecte en lo más mínimo el problema estructural, nuestra estrategia de desarrollo ligada exclusivamente a la explotación de RRNN. Muchos economistas argumentan que el contagio holandés es remoto ya que otros commodities también están subiendo de precio, lo que les permite atenuar la caída en el precio del dólar. Este es el caso de la harina de pescado y la celulosa, pero olvidan que estos sectores (pesquero y forestal) están altamente concentrados y en manos de grupos económicos, mientras que los sectores que apuntan a bienes transables, exportador y que compite con las importaciones, con mayor valor agregado es decir que aporta a la real industrialización del país, está en manos de la Pyme, la que sufre en carne propia la pérdida de competitividad por la baja del dólar.
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Por otro lado, dada la asfixiante y dogmática regla del superávit estructural, con las medidas tomadas por Hacienda descritas anteriormente, se renuncia explícitamente a utilizar en forma activa los excedentes acumulados para generar desarrollo social. Sin embargo, dada la Ley Reservada del Cobre, se incrementa la adquisición irracional de armamentos. Esta lógica ortodoxa que entiende que todas las alzas del precio del cobre son transitorias y que los aumentos en la actividad superiores a lo “proyectado” son cíclicos, se desalinea incluso de las propias recomendaciones del FMI para aprovechar la favorable coyuntura internacional, algo que ha entendido muy bien el Gobierno de Venezuela con el aumento en el precio del petróleo y el uso de los excedentes generados por esto en inversión social.

Frente a este escenario nuestras recomendaciones son claras: Chile necesita una política cambiaria insertada en un plan nacional de desarrollo que tienda a la diversificación de nuestras exportaciones y a la sustentabilidad ambiental, se requiere avanzar hacia una regla de balance estructural más que superávit estructural para aprovechar al máximo las coyunturas externas y generar desarrollo social interno, y es urgente derogar de una vez y para siempre la Ley Reservada del Cobre. 

2.4- Bachelet y Chile como potencia agroexportadora

Según su programa de Gobierno y las primeras señales dadas a la opinión pública, Michelle Bachelet intentará profundizar la actual  estrategia de desarrollo, basada en la exportación de recursos naturales y en la entrega del excedente económico a los grupos económicos y a las transnacionales. 

La presidenta de la República –en su época de candidata- había declarado que pretende constituir a Chile en una potencia agroexportadora a nivel mundial, continuando la senda iniciada por Lagos. En este sentido dos hechos institucionales son relevantes: el traspaso de la Subsecretaria de Pesca al nuevo Ministerio de Agricultura y Alimentación, y la reforma al Ministerio de RREE, que ahora se llamará de RREE y Comercio Internacional donde se creará además la Subsecretaría de Comercio Exterior. 

Más allá de que estos cambios institucionales se materialicen es importante visualizar la dirección estratégica que subyace a las intenciones de la Presidenta Bachelet, ya que hay una marcada tendencia hacia el fortalecimiento de las actividades económicas intensivas en recursos naturales como la agroindustria y la salmonicultura, además de la búsqueda de nuevos TLCs para abrir aún más nuestra economía a los mercados internacionales. De hecho, ya se vislumbran acuerdos comerciales con Japón, India, Malasia y Panamá. 

En otras palabras, el futuro será más TLCs, más crecimiento de la industria alimenticia primaria, entre ellas las salmonicultura, más presión sobre los ecosistemas y RRNN y mayor precarización del empleo, especialmente de las temporeras agrícolas y de los trabajadores salmoneros, ya que de esta forma se sacará provecho a nuestras principales ventajas comparativas: abundancia de recursos naturales (aunque cada vez menos abundante) y mano de obra barata. 

Un hecho preocupante ligado a la industria pesquera chilena ocurrido en los primeros 100 días de Bachelet es la entrada al mercado salmonero de importantes empresas pesqueras extractivas como Coloso, ligado a la familia Lecaros Menéndez y El Golfo, ligado a la familia Yaconi Santa Cruz. Más allá de las intenciones de estas empresas de diversificar su accionar y entrar a un mercado altamente rentable como el salmonero, aprovechando además las economías de escala y la reducción de costos producto de la integración vertical, al contar estas empresas pesqueras con la harina de pescado insumo que muestra un alto precio en la actualidad US$/Tmb 1.430 
 y representa cerca de 35% del costo del alimento para salmones, mientras que dicho ítem significa 60% del costo total de un kilo de salmón
, esta acción reforzará la alta concentración de la industria pesquera y salmonera nacional, promoviendo la integración vertical y agravando la regresiva e injusta distribución de los ingresos en nuestro país.
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Frente a esta estrategia de desarrollo, la reforma a la actual institucionalidad ambiental a través de un nuevo Ministerio del Medio Ambiente y de una Superintendencia Ambiental tendrá pocos efectos en la defensa de nuestro patrimonio ambiental ya que no está en la lógica de las futuras autoridades la sustentabilidad como ente rector del desarrollo económico del país, de hecho no se contempla en la agenda oficial la aplicación de royalties a las actividades extractivas de RRNN.
Respecto a la injusticia social, Bachelet  ha centrado el tema básicamente en la idea de una reforma profunda al sistema previsional, pero caben serias dudas acerca de la capacidad que tenga su futuro Gobierno para corregir un mercado oligopólico frente a los intereses de los principales grupos económicos nacionales.

2.5- Bachelet y la “prometida” reforma previsional 

Hoy, el 50% de los afiliados a las AFPs recibirían una jubilación menor a la asistencial, que bordea los 40 mil pesos mensuales. Por lo tanto, el Estado se verá en la obligación de surtir de subsidios a los millones de chilenos que han entregado parte de sus sueldos a un sistema de administración que ha lucrado sin parar desde 1981.

Las AFPs se han convertido en uno de los sectores económicos más dinámicos con una rentabilidad del 25% anual. Esas enormes ganancias se explican por los elevados cobros de administración pagados por los cotizantes, que superan el 13%, y por la escasa competencia que existe en este sistema. Las AFPs administran fondos por sobre los 40 mil millones de pesos, que en el 2004 llegaron al 64% del Producto Interno Bruto de Chile, es decir, de cada 100 pesos que se generaron ese año en el país, 64 fueron manejados por las AFPs.

Lamentablemente, la Concertación –esta vez a través del gobierno de Bachelet- nuevamente hecha por la borda la posibilidad de una reforma sustancial al actual sistema provisional, al nominar mayoritariamente en el consejo de asesores que delineará la reforma, a importantes figuras del pensamiento neoliberal, provenientes de  centros de estudios íntimamente ligados al gran empresariado como el CEP y Libertad y Desarrollo. 
Es muy difícil que en ese contexto se logren avances importantes para los trabajadores, y menos aún será posible una reforma importante del sistema de capitalización individual, a fin de que la gran mayoría de los trabajadores se encuentre protegido en el período de retiro.
2.6- Mantención del IVA en 19%: se mantiene la injusticia

A las pocas semanas de haber asumido Bachelet fuimos sorprendidos por la decisión del ministro de hacienda Andrés Velasco de mantener la tasa del IVA en 19%, argumentando que esto es necesario para financiar el programa social de Bachelet, en especial lo referido a las mejoras en las pensiones mínimas.

Esta decisión deja al descubierto, nuevamente, la nula voluntad por parte de la Concertación de hacerse cargo de la desigualdad en nuestro país, la que se encuentra amparada fundamentalmente en nuestra injusta estructura tributaria.

Hoy en día la recaudación fiscal recae principalmente en los impuestos indirectos, que gravan al consumo, siendo el más importante el IVA que explica casi el 50% de toda la recaudación. Este impuesto grava mucho más fuerte en términos relativos a aquellos grupos que destinan la mayor cantidad de su ingreso al consumo, es decir, a los más pobres. Por otro lado, el impuesto a la renta de las empresas (1er categoría) sólo aporta con el 17% de la recaudación. En otras palabras los más pobres de este país terminan financiando al aparato estatal, o lo que es peor los pobres se financian a sí mismos. Y como los pobres son pobres, pobre es la educación, la salud y la vivienda social que se pueden proveer a si mismos.
[image: image7.wmf]INGRESOS TRIBUTARIOS EN MONEDA NACIONAL

(Porcentaje del Total)

CONCEPTOS

AÑO 2005

1.

IMPUESTOS A LA RENTA

30.84%

2.

IMPTO AL VALOR AGREGADO

47.82%

3.

IMPTO  A PROD ESPECIFICOS

10.02%

4.

IMPTO A LOS ACTOS JURIDICOS

4.09%

5.

IMPTOS AL COMERCIO EXTERIOR

2.94%

6.

IMPUESTOS VARIOS

1.69%

7.

FLUCTUACION DEUDORES

(1.81)%

INGRESOS TRIBUTARIOS NETOS

95.58%

8.

CONVERSION PAGOS MON EXTRANJ

4.50%

TOTAL INGRESOS TRIBUTARIOS

100.08%

9.

Cuentas No Tributarias

(0.08)%

TOTAL ING TRIBUT + ING NO TRIBUT

100.00%

Fuente: Elaborado por la Subdirección de Estudios del SII.


[image: image8.wmf]Primera Categoría

16.71%

Segunda Categoría

6.26%

Global Complementario

2.09%

6.17%

Fuente: SII

% APORTE IMPUESTOS A LA RENTA 

2005

Adicional


Lo más grave de todo este asunto es que sistemáticamente las políticas públicas de la Concertación, en especial las tributarias, como casi una constante, están agudizando la desigualdad en nuestro país. Recordemos que el alza en el IVA, prometida como transitoria, de un 18 a un 19% se fundamentaba en la pérdida de recaudación producto de la firmas de los TLCs con EEUU y Europa, pérdida estimada en más de 430 millones de dólares. Sin embargo, en términos netos esta mezcla de políticas, reducción de aranceles y aumento del IVA, perjudicó mucho más fuerte a los más pobres, ya que mientras el quinto quintil (más rico) sólo perdía un 0,09% de su ingreso, el primer quintil (más pobre), perdía un 0,42% de su ingreso.

Esta medida deja al descubierto la verdadera línea económica de la Concertación IV, pasando de las promesas electorales a la cruda realidad a la cual ya nos tienen acostumbrados, el constante, repetido y añejo dogma neoliberal, mientras que aquellas propuestas progresistas que atacan la desigualdad a través de una estructura tributaria progresiva con aumentos en los impuestos directos y aplicación de royalties a nuestros RRNN deberán seguir esperando como un lejano anhelo de nuestra ciudadanía.

2.7- Nuevas políticas para enfocar la pobreza
Hace algunas semanas atrás el Gobierno a través de la ministra de Mideplan Clarissa Hardy anunció la renovación de la antigua Ficha CAS por la nueva Ficha de Protección Social. La importancia de este hecho radica en que después de mucho tiempo se avanza en la reformulación de una las herramientas más vitales para el buen desempeño de las políticas sociales como lo es la Ficha CAS. A través de esta Ficha se puede caracterizar a la población en condición de pobreza y focalizar los recursos de los principales programas sociales como Chile Solidario. 

La nueva Ficha de Protección Social es un paso adelante en el sentido de incorporar nuevos elementos teóricos y prácticos que permitan visualizar todas las dimensiones de la pobreza, especialmente en lo que se refiere a la Vulnerabilidad. Esto ya que se contemplan nuevos elementos para la calificación como la información referida a enfermedades crónicas e invalidantes, la pertenencia pueblos originarios y sobre la calidad de los empleos, considerando además las diferencias regionales y la educación como parte de un conjunto de variables relevantes que permiten caracterizar la capacidad generadora de ingresos. La antigua Ficha CAS en cambio, se enfocaba demasiado en la tenencia de ciertos bienes (refrigerador, lavadores, etc.), consideraba la educación como un elemento aislado y carecía de un enfoque regional.

Pero pese a este avance aún queda pendiente sincerar las cifras de pobreza en nuestro país, producto de una forma metodológica que subestima sistemáticamente el número de pobres. Esto ya que a través de una línea de pobreza que recoge dos veces el valor de una canasta básica de alimentos y que alcanza un valor de 43.712 pesos no se da cuenta de la real dimensión de la pobreza en nuestro país. A nuestro juicio, este método para definir la pobreza está lejos de ser medianamente realista, es como tomar la temperatura con la palma de la mano, la que puede ser muy certera para definir si el enfermo tiene o no temperatura, pero difícilmente puede determinar la magnitud de dicha temperatura.  En otras palabras, al menos para el Chile de hoy, este método para cuantificar la pobreza tiene severos problemas para describir apropiadamente la realidad y parametrizarla adecuadamente.

Si se considera una cifra más realista para medir la pobreza, en base a las necesidades básicas, de 131 mil pesos por persona al mes, el porcentaje de personas que no logra cubrir adecuadamente sus necesidades en la sociedad moderna y compleja de hoy, ascendería a más del 70% de la población. Por lo tanto llegó la hora de sincerarnos como sociedad y establecer nuevos estándares para medir la pobreza en nuestro país.
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2.8- Crisis en la educación

El diagnóstico de nuestra educación no puede ser peor. Actualmente, existen más de 3,6 millones de estudiantes, de los cuales sólo un 8,5% estudia en colegios particulares pagados, donde 7 de cada 10 alumnos pertenecen al 20% más acaudalado de la población. En los establecimientos municipales, en cambio, estudia más de la mitad de la población escolar y 7 de cada 10 alumnos pertenecen al 40% más pobre del país.

Considerando este escenario, no se entiende el nivel de gasto que realiza el Gobierno en educación. De hecho, según cifras de 1999, Chile tenía un gasto público en educación primaria y secundaria de 3,1% del PIB, que equivale a 600 dólares anuales por estudiante, casi $30.000 mensuales, en cambio, el gasto privado correspondió a 1,4% del PIB, equivalentes a más de 2.700 dólares anuales, prácticamente $140.000 mensuales por alumno. Es decir, los estudiantes más pobres cuentan con recursos casi cinco veces menores que aquellos que pertenecen al segmento de elite.
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Lo anterior tiene su obvio correlato en la calidad de la educación. Según la prueba internacional TIMSS 2003, aplicada a 8vos básicos, en matemáticas Chile promedió 387, 5 puntos menos que la vez anterior y muy por debajo del promedio internacional de 467. Sólo superamos a países como Filipinas, Botswana, Arabia Saudita, Ghana y Sudáfrica. De acuerdo con este puntaje ni siquiera nos alcanza para ubicarnos en el tramo de nivel de logro bajo, y aún más, el 59% de los estudiantes chilenos evaluados no alcanza el conocimiento matemático mínimo que se controla con este tipo de pruebas. En 1999, el porcentaje era de 54%, es decir, empeoramos.

En Ciencias, Chile obtuvo 413 puntos, 7 puntos menos que en 1999, mientras que el promedio internacional fue de 474. Sólo superamos a Túnez, Arabia Saudita, Marruecos, El Líbano, Filipinas, Botswana, Ghana y Sudáfrica. Con estos resultados el  44% de los evaluados chilenos ni siquiera demostró tener un conocimiento mínimo en ciencias (en 1999 fue de 40%).

La literatura internacional desmiente aquel añejo precepto neoliberal que mayor competencia en la oferta educativa implica mayor calidad. Chang-Tai, T y Urquiola, M. (2003), NBER working papers No 10008, a partir del estudio en 150 municipalidades en Chile, no encuentran evidencia que demuestre que la mayor competencia (1000 nuevos colegios privados subvencionados) logre mayor calidad (medida como resultados en pruebas, tasas de repetición y años de escolaridad). Por otro lado analizando los resultados del último SIMCE del 2005, se observa que en los niveles socioeconómicos más bajos los mejores puntajes promedio para todas las áreas evaluadas lo obtienen los colegios municipales, estando por sobre los particulares subvencionados. En los niveles medios bajos ambos tipos de establecimientos tienen promedios similares. Sólo en los niveles medio y medio alto los subvencionados obtienen mejor promedio que los municipales y en el alto los particulares pagados superan a los subvencionados. Por lo tanto, el sistema de la privatización de la educación es un total y absoluto fracaso y, no cabe duda alguna, acerca de la necesidad de reformarlo sustantivamente.
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Lo que sí es evidente a la luz de todos los resultados es la tremenda desigualdad existente en el ámbito de la educación donde lamentablemente los resultados de la Prueba de Selección Universitaria, PSU 2004, la reflejan en su máxima expresión: el 75% de los mejores resultados en la PSU provienen de colegio particulares, aumentando con respecto a la última PAA que fue de 63,6%.  Según el Departamento de Evaluación, Medición y Registro Educacional los liceos municipales sólo representan el 9,8%, disminuyendo respecto a la última PAA que alcanzó el 20,5%. Es decir hoy en Chile la educación constituye una manera de perpetuar la desigualdad más que aminorarla, consolidando la frustración de los más pobres en su natural anhelo de justicia. 
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En la SIMCE 2005 se confirma que a medida que aumenta el nivel socioeconómico aumenta la puntuación obtenida y se repite para todas las áreas evaluadas. El nivel socioeconómico depende a su vez de los años de escolaridad de los padres y del ingreso mensual de los hogares, por lo que a mayor educación de los padres y mayor ingreso de los hogares mejor puntaje en la SIMCE. 
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El gran error de los hacedores de políticas públicas relacionadas a la educación, tanto del gobierno como de la derecha, es suponer que la educación es un tema de demanda, cuando bien se sabe que la educación genera externalidades positivas, al ser el beneficio social mayor al privado. Lo anterior implica abordar el tema de la educación por el lado de la oferta entendiendo que el mayor esfuerzo fiscal en esta materia se traducirá en mayor desarrollo social y humano para las sociedades, algo que han comprendido muy bien países como Noruega, donde un gasto fiscal anual en educación de casi US$ 12.000 mill, ha generado que este país sea el 1ero en desarrollo humano según el PNUD y uno de los más competitivos del mundo según el Banco Mundial.

Mientras el aporte fiscal de los noruegos es el 96% de todo lo que se gasta en educación, en Chile es sólo de un  56%, teniendo en cuenta además que los países de la OECD lo hacen en un 80% en promedio. Por lo tanto hoy es fundamental disponer de mayores recursos públicos para financiar la educación y con esto contribuir a alcanzar mayores grados de calidad y equidad. 
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Ante esta cruda y totalmente absurda realidad, las medidas económicas para financiar la propuesta educativa de la presidenta Michelle Bachelet que se traducen en un aporte anual extra de 72.000 millones de pesos al año es una miseria en relación a la riqueza de nuestro país. Sólo en términos comparativos tenemos que este monto equivale a:

· Sólo el 0,3% de la Deuda Externa Total del país durante el 2005.

· Sólo el 0,86% de las Reservas Internacionales Netas acumuladas a febrero de este año en el Banco Central.

· Sólo el 1,2% del superávit fiscal proyectado para este año de acuerdo al superavit del1er trimestre.

· Sólo el 4,4% de las exportaciones forestales durante el año 2005.

· Sólo el 4,8% de toda la inversión pública destinada a infraestructura durante el 2005 (Infraestructura pública, Metro y Concesiones OOPP).

· Sólo el 4,9% de las utilidades de las principales empresas multinacionales en Chile durante el año 2005 (Minera Escondida, Endesa Chile, Telefónica CTC).

· Sólo el 5,2% de las utilidades obtenidas por la minería privada durante el primer semestre de este año.

· Sólo el 8% de las exportaciones de la industria salmonera durante el año 2005.

· Sólo el 9,9% de las utilidades obtenidas por las banca durante el año 2005.

Argumentar que estos recursos extras serán sostenidos en gran parte por la mantención del IVA en 19% es seguir agudizando la tremenda desigualdad existente en nuestro país y que se fortalece con la actual estructura tributaria como lo vimos anteriormente.
A diferencia de lo anterior, pensamos que si se realiza una reforma tributaria que permita garantizar la renta por la explotación de nuestros recursos naturales y que sea marginalmente progresiva consideramos que se pueden recaudar recursos de sobra para mantener un sistema educativo público de calidad en todos los niveles.
Hoy tenemos que el gasto privado per cápita en educación es de $150 mil al mes, mientras el gasto público per cápita es de $30 mil al mes. Hoy se necesitan $ 60 mil para alcanzar el rango mínimo de aranceles privado de $90 mil al mes para los 3 millones 294 mil estudiantes del sistema público y/o subvencionado. Esto implica financiar 3.529 millones de dólares anuales adicionales, lo que de sobra se pueden obtener con la aplicación de royalties de 30% sobre los ingresos por ventas a las empresas extractoras de recursos naturales, especialmente de la gran minería del cobre, y con el aumento a un 31% del impuesto a la renta al 1% de las empresas que explican el 96% de las exportaciones totales en Chile.
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2.9- Todo mal en materia energética

Durante los 100 primeros días del gobierno de Bachelet el tema energético ha puesto en jaque a las autoridades evidenciándose una aguda crisis. Por lo menos tres subtemas identificamos en esta materia: hidroeléctricas en Aysén, importaciones de gas y aumentos en el precio de los combustibles.

Este primer trimestre hemos presenciado un fuerte debate en torno a la construcción de cuatro centrales hidroeléctricas que Endesa intenta levantar en las cuencas de los ríos Baker y Pascua en la XI región de Aysén, las que pretenden generar 2.400 MW de energía al sistema y que involucrará una inversión de 4 mil millones de dólares. 

Al proyecto anterior se le debe agregar un nuevo proyecto hidroeléctrico, esta vez de la empresa minera canadiense Falconbridge en la cuenca del río Cuervo. Esta megacentral podría generar 750 MW de energía con una inversión estimada entre 600 y 700 millones de dólares.

Ambos proyectos hidroeléctricos han puesto en el debate nacional la urgencia por mayor energía dada la restricción de gas desde Argentina y nuestra total dependencia del petróleo. Pero también han puesto en el tapete a la olvidada región de Aysén y a nuestra prístina Patagonia.

Si bien las necesidades energéticas del país deben ser atendidas de alguna manera, también es cierto que sobre la Patagonia, sus recursos y capital natural, se ciernen amenazas de gran magnitud. Por un lado la planificación de mega centrales hidroeléctricas, y por otro, el crecimiento explosivo y virulento de la industria salmonera, cuyo plan de inversiones, estimado en 800 millones de dólares, para expandirse en la región de Aysén, pretende consolidar a esta zona para que en 8 años más aporte el 40% de la producción nacional del salmón.

Ambas industrias pueden tener consecuencias nefastas para los delicados ecosistemas de la región de Aysén, y lo que es más importante desde la óptica de la sustentabilidad no se enmarcan en la dinámica regional de desarrollo sostenible.

Las megacentrales intervendrán irreversiblemente dos importantes cuencas hidrográficas e inundarán importantes hectáreas que actualmente se destinan a la ganadería y a la agricultura con un daño enorme sobre la biodiversidad local.

Los impactos ambientales de las megacentrales hidroeléctricas basadas en la construcción de represas están altamente documentados en la literatura.  Estos proyectos afectan a las cuencas hidrográficas al provocar cambios en los ecosistemas fluviales, llegando muchas veces a originar la muerte biológica de los ríos. A esto hay que agregar la alteración a la cadena trófica aguas abajo que afectaría al borde costero y a la pesca artesanal. Fruto de las grandes inundaciones se pueden provocar cambios en los microclimas al aumentar la tasa de evaporación y se alteran los flujos de agua producto de la alta sedimentación asociada a este tipo de proyectos hidroeléctricos
.

Además, habría un fuerte impacto sobre hábitats relevantes para especies en peligro de la zona, como el huemul y la alteración de uno de los últimos grandes ríos prístinos del planeta, el Río Pascua
. Todo lo anterior tiene un efecto tremendamente negativo sobre otras actividades económicas de la zona como el turismo, la ganadería y la pesca artesanal.

Respecto al tema del gas, estos últimos días hemos sido testigos de un fuerte debate en torno a la posibilidad de que Bolivia no permita a Argentina exportar gas a nuestro país, ahondando el fuerte desabastecimiento interno de este hidrocarburo. Sin embargo, más allá de las disputas limítrofes y el entendible reclamo boliviano por una salida soberana al mar, la acción del gobierno boliviano deja en evidencia la diferencia entre un país inteligente que usa sus recursos naturales y ejerce soberanía como Bolivia, con otro como Chile, que entrega su mayor riqueza natural, el cobre, a las transnacionales perdiendo riqueza y soberanía.

No esta demás recordar que hoy los mayores afectados con los cortes de gas son las grandes mineras, que explican cerca del 90% del consumo del sistema interconectado del norte grande, por lo que se desprende que las inversiones energéticas que se están planeando, una vez más, no son de beneficio país sino privado, y eso explica también el enorme interés de grupos económicos como Angelini y Matte, en el proyecto hidroeléctrico que esperan realizar en Aysen.
El saqueo por parte de las transnacionales en la gran minería del cobre llega a niveles escandalosos. Hoy la producción de cobre en Chile es explicada en un 68,4% por la gran minería privada, mientras que el aporte  estatal, a través de CODELCO es de sólo de 31,6%. Pese a esto el aporte realizado por CODELCO al país es tremendo. Los excedentes del CODELCO durante el 2005 fueron de US$ 4.091 millones, siendo el aporte al Estado de US$ 2.295 millones a través del impuesto a la renta, US$ 1.800 millones como aporte directo y US$ 826 millones destinado a las FFAA a través de la Ley Reservada del Cobre, en total más de US$ 7.200 millones de aporte al Fisco.
Por otro lado mientras los excedentes de la minería privada (10 mayores empresas) en el 2005 fueron de  US$ 16. 212 millones, el aporte al Fisco fue de sólo US$ 4.808 millones por impuesto a la renta. Es decir la relación producción – aporte al fisco es inversa. CODELCO produce menos y aporta más del 32% al Fisco.

En relación  al aumento en el precio de los combustibles se vuelve a observar falta de creatividad e innovación por parte del ministro de hacienda. Luego de presentarse el proyecto para el nuevo Fondo de Estabilización del Precio de los Combustibles, que lo único que hace es distorsionar las señales de precios, se anunció que la estructura impositiva a los combustibles no se tocará, teniendo en cuenta que esta estructura es la principal fuente de encarecimiento de los precios de los combustibles. El IVA más los impuestos específicos a las gasolinas explican más del 40% de la suma cancelada para adquirir un litro de combustible. Por esta razón, hoy el que más gana con el aumento en los precios de los combustibles es el fisco ya que en el 2005 recaudó más de US$ 1.540 millones por el mayor IVA cancelado en las ventas de gasolinas (10,7% más alto en relación al 2004). 

La actual estructura impositiva a los combustibles tampoco fomenta el cuidado al medioambiente ya que se grava menos al combustible más contaminante el diesel, 1,5 UTM. Mientras que a la gasolina se le grava con 6 UTM.

Una medida que beneficiaría a los más pobres que son los que más gastan en transporte como porcentaje de su ingreso, en vez de bonos miserables, es devolver a los pequeños y medianos productores, y a vastos sectores de la población los mayores recursos provenientes del IVA producto de los aumentos en el precio de los combustibles y que no están contemplados en las estimaciones presupuestarias para este año. Esta medida no beneficiaría a los “ricos” como argumenta el gobierno para oponerse a cualquier medida compensatoria
. Menos aún si, en vez de bajar el impuesto a los combustibles que actúa desincentivando el uso del automóvil privado, lo que contribuye a la descontaminación y a desatorar el flujo vehicular, el gobierno subvencionara el transporte público, lo que sería una forma eficaz de redistribuir riqueza, descontaminar la ciudad y promover el transporte público.
Otro punto importante respecto al tema energético tiene relación con resaltar lo peligroso que resulta en determinadas circunstancias dejar en manos de empresas privadas, sobretodo extranjeras, el control de ciertos mercados estratégicos, como lo es el energético. Debe existir una institucionalidad que asegura el correcto funcionamiento de los mercados, sobre todo en aquellos donde el beneficio social es mayor al privado.

Esto nos lleva a una nueva crítica al proceso de globalización. Entre más nos integramos a la economía mundial, más expuestos nos vemos a todo tipo de crisis: monetarias, migratorias y energéticas. Esto obliga a los Estados a ser mucho más cuidadosos en materia contractual e institucional. No puede ser que dependamos tanto de una situación ajena a nosotros. Esto es pérdida de soberanía. 

3- Balance ecológico-social
Tanto en su campaña presidencial como en su primer discurso de 21 de mayo, Michelle Bachelet mencionó al medioambiente como uno de los ejes principales de su gestión de gobierno, con la creación del ministerio del ramo como punta de lanza. Sin embargo, durante los primeros 100 días de la administración Bachelet, una serie de acontecimientos hicieron que la promesa hecha ante todo el país, en orden a que “ningún proyecto de inversión podrá pretender hacerse rentable a costa del medioambiente”, haya terminado siendo nada más que letra muerta.

3.1- Aprobación del proyecto minero Pascua Lama: ¿Con quién está Bachelet?

“Estoy contigo”, rezaba el slogan de campaña de la actual presidenta, frase que se transformó en una broma cruel para los miles de habitantes del valle del Huasco que, el pasado 13 de junio, vieron cómo la Comisión Nacional de Medio Ambiente, CONAMA, aprobaba el proyecto de la compañía minera Canadiense Barrick Gold en la zona de los glaciares andinos de la Tercera Región. El proyecto fue tenazmente resistido por la comunidad de Vallenar, Alto del Carmen y diversas localidades de esa zona, con una arraigada tradición agrícola y un promisorio desarrollo turístico, actividades que se ven amenazadas por el daño que provocará la extracción del oro que se encuentra en el subsuelo andino.

La aprobación del proyecto es la última de una serie de decisiones de un gobierno y una Concertación que estuvieron desde el principio a favor de Barrick: por eso se firmó en el gobierno de Frei un protocolo específico para Pascua Lama y adicional al tratado minero chileno-argentino; por eso Lagos permitió la presentación de un plan de manejo de glaciares durante su gobierno e hizo la vista gorda a una serie de irregularidades del proyecto, como la firma de un acuerdo externo entre la empresa y una parte de los afectados, por 60 millones de dólares siempre y cuando no hicieran objeciones a la propuesta.
Además, la aprobación de Pascua Lama se produjo en medio de una semana altamente noticiosa, cuando la atención pública está todavía puesta en el movimiento secundario o en el mundial de fútbol. La votación fue unánime, o sea que poco importaron las 46 objeciones que alcanzaron a presentar los vecinos del valle en contra del proyecto, pues sólo dos fueron consideradas dentro de la resolución final, el cual ya venía con 400 indicaciones de la Corema de la Tercera Región, que curiosamente aprobó el proyecto en otra semana especialmente noticiosa, el 14 de febrero de este año.

Pascua Lama es un proyecto de desarrollo minero ubicado en el Valle del Huasco, Tercera Región. Consiste en la explotación a rajo abierto de un yacimiento de minerales de oro, plata y cobre.
El yacimiento se ubica en la Cordillera de Los Andes, sobre el límite internacional chileno-argentino, unos 150 kilómetros al suroriente de la ciudad de Vallenar, en la comuna de Alto del Carmen. El proyecto tiene un carácter binacional, al considerar obras y operaciones tanto en territorio chileno como argentino. En Argentina, el proyecto se ubica unos 300 kilómetros al norponiente de la ciudad de San Juan, en el Departamento de Iglesia, Provincia de San Juan.

En territorio chileno se desarrollará gran parte del rajo abierto y se construirá un botadero de estéril, un chancador primario, un complejo de mantención de equipos de mina y polvorín para el almacenamiento de explosivos. Estas obras se ubicarán en la cabecera del Río del Estrecho, tributario del Río Chollay, a más de 4.400 metros sobre el nivel del mar.
El mineral será extraído de la mina a razón de 15 millones de toneladas por año y enviado al chancador primario ubicado en territorio chileno, para reducir su tamaño. Luego será transportado por medio de una correa hasta las instalaciones del proceso que se ubicarán en territorio argentino, traspasando la frontera a través de un túnel de 2.7 kilómetros de longitud. 

El requerimiento de agua para el Proyecto Pascua-Lama será de 370 litros por segundo en total. Esta demanda será abastecida desde el Río de Las Taguas, en Argentina. Existirá un acceso terrestre desde cada lado de la frontera. En Chile el acceso se realizará desde la ciudad de Vallenar, a través del camino que une esta ciudad con la localidad de Alto del Carmen, seguido por un camino secundario que se extiende a lo largo del valle del Río del Carmen. 

El monto de la inversión se ha estimado en 950 millones de dólares. El Proyecto tiene una vida útil de 20 años según las actuales reservas, y anualmente producirá unas 5.000 toneladas de cobre contenido en concentrados, 615.000 onzas de oro y 18,2 millones de onzas de plata, con ganancias que superan los 10 mil millones de dólares, tras lo cual el proyecto será abandonado.

La explotación de Pascua Lama implica para el caso chileno un serio riesgo de contaminación de los tres glaciares que surten los cursos de agua del valle, donde se desarrolla una importante actividad agrícola. Además, un proyecto con fecha de término como éste no representa ninguna oportunidad real de desarrollo, tal como lo han querido plantear las autoridades de Gobierno.

No ha faltado el gran argumento que nunca falta en este tipo de proyectos, a saber, la generación de empleos. No obstante, el proyecto promete en el período de inversión cerca de 6 mil empleos (aunque nada asegura que así sea), y de no mas de mil a mil quinientos empleos para el período de operación del proyecto. Por otra parte, se están poniendo en peligro más de 8 mil empleos agrícolas y la salud de personas que costará enormes cantidades de dinero, además del sufrimiento corporal y moral que muchas enfermedades asociadas al desarrollo minero traen.
Este tipo de proyectos no se explican por el desarrollo país, puesto que no dan empleo, pagan muy pocos impuestos y tampoco pagan royalties. Al mismo tiempo, destruyen otras actividades productivas, empleos, dañan la salud de las personas, destruyen ambientes naturales y dejan una herencia de degradación que muchas veces es irrecuperable.

3.2- El Caso CELCO: El papelón de las papeleras

El desastre del Río Cruces, con los cisnes valdivianos muertos en su superficie, se transformó en el icono del mal manejo ambiental del Gobierno anterior. Lamentablemente, pese a que los medios de comunicación ya se aburrieron del tema, las aves siguen muriendo envenenadas por la acción de la planta de Celulosa Arauco, lo que demuestra que no ha habido recuperación alguna del santuario durante el actual gobierno, y que ninguno de los compromisos, públicos y privados, en orden a reparar el daño y restituir este nicho ecológico único en el mundo, se ha cumplido. No obstante, pese a existir informes científicos que certifican la responsabilidad de la planta de celulosa, propiedad del consorcio de Anacleto Angelini, el Gobierno no ha cursado ninguna sanción en contra de la empresa.

Muy por el contrario, el Ejecutivo no tardó en autorizar una nueva planta de Celulosa, esta vez en el río Itata, al norte de la Octava Región. El Complejo Industrial y Forestal Nueva Aldea, también propiedad de Angelini, obtuvo su aprobación pese a tener graves errores en la presentación del proyecto, entre los que destaca la instalación de una planta con capacidad para producir casi el doble de lo autorizado por la CONAMA y la construcción de una planta térmica para generar 210 toneladas térmicas por hora, cuando sólo se autorizaron 80. A esto se suma la instalación de otras estructuras que no estaban en el proyecto original y que por ende no cuentan con la autorización necesaria.

Recordemos que una situación similar se vivió en el Río Cruces, donde a raíz de que la capacidad instalada era superior a lo establecido en el proyecto original, y mediante la instalación de un ducto ilegal al río, la empresa terminó arrojando más residuos industriales que los permitidos por la autoridad ambiental, contribuyendo con esta acción irresponsable a acelerar aún más la degradación del ecosistema.

La manga ancha que demuestra el gobierno con esta empresa es algo que no nació en este gobierno, pero ciertamente Michelle Bachelet no ha hecho nada por revertir una situación cuyo efecto más directo, ha sido el empobrecimiento de la calidad de vida de miles de chilenos, a los que ella también les dijo “estoy contigo”.

Evidentemente, lo esperable era la revocación inmediata de los permisos de funcionamiento, hasta que los gruesos abusos por sobre las ya permisivas condiciones de operación, fueran corregidos. Esto al menos pensó la Corte de Apelaciones de Valdivia, decisión que fue finalmente revocada por la Corte Suprema, mediante la presentación de un estudio abiertamente adulterado, tal como han reconocido los propios ejecutivos de la firma, en lo que llamaron “un error”.

Las incoherencias y falta de gobernabilidad en la institucionalidad ambiental chilena frente a Celco suman y siguen. Pese a que se demostró hasta la saciedad el impacto de los desechos industriales de la producción de celulosa
, actualmente se proyecta un ducto al mar, para descargar en el océano exactamente los mismos riles que destruyeron el santuario Carlos Andwanter del río Cruces.

El ducto submarino está proyectado para desembocar a la altura de Mehuín, donde los pescadores de la zona han presentado una tenaz y unánime resistencia, la misma que mostraron años atrás cuando se proyectaba recién instalar una planta de celulosa. Ellos temen, y con razón, que la descarga de riles en el mar virtualmente aniquile su fuente laboral, y los hunda aún más en la precaria situación que vive la pesca artesanal en Chile.

El 13 de junio, la prensa consignó un nuevo intento de Celco por quebrar esta oposición, ofreciendo millonarias “compensaciones” para dividir a los pescadores, todo con la indulgencia de la autoridad ambiental. Afortunadamente, los pescadores han rechazado con vehemencia los 2 mil 300 millones que se les ofrecía a cambio de permitir que el ducto contaminara sus aguas. Además, trascendió que la empresa solicitaba expresamente la “salida” de uno de ellos, Gino Bavestrello, dirigente de los armadores cerqueros de Valdivia y uno de los más tenaces opositores al proyecto.

Seguramente fue viendo estas “buenas prácticas empresariales” que la CONAMA de la Octava Región, en un acto que desafía toda lógica, decidió entregar el premio ambiental 2006 al subgerente de Medio Ambiente de CELCO Valdivia, Miguel Osses Montecinos. Esta decisión ha sido interpretada como un respaldo explícito del gobierno de Bachelet al proyecto Nueva Aldea, ubicado en esa región, y cuya mera construcción ya ha impactado a los productores de la zona: en Suecia una partida de vinos del valle de Itata fue rechazada sólo por provenir de una zona donde se alza una planta de celulosa.

3.3- La Crisis del Aire en Santiago: respirando veneno

Los primeros 100 días de Bachelet coincidieron con el reconocimiento por parte de la Intendencia Metropolitana de la absoluta obsolescencia de los instrumentos de regulación ambiental para enfrentar los problemas de contaminación en Santiago, que no son más que una versión mutilada de la normativa original, llamada Plan de Prevención y Descontaminación Atmosférica para la Región Metropolitana (PPDA-RM), aprobado en mayo de 1998.
A partir del 2002, el gobierno de Lagos modificó drásticamente este plan, desechando los consensos alcanzados y debilitando la implementación de gran parte de los compromisos tomados. Para enero de 2004, el PPDA había sido cercenado en las exigencias que planteaba en materia de transporte, urbanismo y construcción, mientras que el Programa de Gobierno fue desechado como referente por parte de las autoridades del ejecutivo.
Un efecto directo de este giro, fue lo ocurrido con el Plan de Transporte Urbano para Santiago (PTUS), cuya implementación se concretó en el Transantiago, donde los continuos atrasos y descoordinaciones, son fiel reflejo de la irresponsabilidad de las autoridades ambientales y políticas chilenas.
Además, buscando una rápida inversión, disfrazada de recuperación urbana, comenzaron a no ser exigidos los Estudios de Impacto Ambiental que contemplaba la Ley para las nuevas construcciones y la fiscalización ambiental fue menguando cada vez más. Recordemos por ejemplo, que el Ministerio de Obras Públicas denominaba “autovías” a las autopistas, para evitar que los proyectos debieran someterse al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental. 

Todos estos factores han fomentado la concentración poblacional, llevado el parque automotriz a una cifra récord y aumentado los niveles de contaminación en el Gran Santiago, sin que las tan publicitadas vías concesionadas hayan representado solución alguna, sino todo lo contrario.

3.4- Endesa coloniza la Patagonia.

Desde que la firma española Endesa anunció, el año pasado, su propuesta de construir cuatro enormes represas sobre los ríos Baker y Pascua, la oposición de aquellas comunidades que nuevamente ven amenazado su patrimonio natural y su fuente laboral, alzaron la voz para protestar, especialmente tras el desenfadado respaldo que las máximas autoridades de gobierno dieron al proyecto, como el ex ministro Rodríguez Grossi y la actual ministra Secretaria General de la Presidencia, Paulina Veloso. 
Los opositores presentaron evidencia de que la transnacional llevaba ya dos meses efectuando estudios técnicos sin ninguna autorización y de los que se desconocen mayores detalles. Pese a esta infracción, y al centenar de objeciones presentadas por los vecinos de Aisen contra este proyecto, la iniciativa de Endesa fue autorizada por la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, para seguir sus investigaciones, al alero del gobierno de Bachelet.

Este proyecto inundará miles de hectáreas, y buena parte de ellas corresponde a bienes nacionales de uso público, como ríos, lagos y predios fiscales. Endesa, en contrapartida, ha pretendido reconocer como legítimas sólo las oposiciones de los colonos cuyos terrenos serán eventualmente inundados, descalificando a todas las demás.

Este tipo de actitudes deja en evidencia de que, a pesar de que pretende proyectar una imagen de transparencia y de puertas abiertas a la comunidad, en realidad Endesa actúa con la prepotencia propia de una enorme transnacional, y lleva adelante, sin pausa y sin prisa, una agenda no declarada, frente no sólo a la indeferencia, sino con el entusiasta apoyo de la administración Bachelet. Sólo queda esperar que una comunidad valerosa como la de esa zona, que logró detener otra aberración ambiental como el proyecto Alumysa, sea nuevamente capaz de lograr la protección que debiera obtener del gobierno que le dijo “estoy contigo”.

3.5- Ministerio de Medioambiente. Más de lo mismo.

Una de las principales promesas de la Presidenta Bachelet en materia ambiental, y que se ratificó en su discurso del 21 de mayo, es la creación del Ministerio del Medio Ambiente. En este sentido hace algunas semanas atrás se envió al Congreso Nacional un proyecto de ley que crea el cargo de Presidente de la CONAMA y le confiere el rango de Ministro de Estado. Sin embargo este proyecto, así como algunas precisiones de fondo a la intención del Gobierno en materia ambiental, dejan entrever una serie de dudas acerca de la real eficacia de esta reforma institucional.

Con respecto al proyecto mismo, cabe la duda acerca de la capacidad que tenga la actual administración de enfrentar dos desafíos simultáneos. Por un lado, la creación del propio ministerio con todas las tareas administrativas y constitucionales por delante, a cargo de la nueva figura de Presidente de la CONAMA, y por otro lado, el seguir velando por la protección ambiental de tal forma de ir cumpliendo las recomendaciones que la OCDE fijó para Chile en materia ambiental. Lo anterior se agudiza al constatar que el proyecto de Ley no contempla nuevos recursos financieros para la CONAMA, lo que supone un desvío de fondos, llevando recursos destinados a fiscalización hacia tareas administrativas y burocráticas, tal como puntualizó la comisión de Medioambiente del Senado. Tampoco se contemplan, o por lo menos no queda claro, las verdaderas atribuciones políticas de la presidencia de la CONAMA, salvo su papel coordinador.
Sin embargo, hay planteos de fondo que cuestionan también las intenciones de la Concertación en materia ambiental. El poner todas las esperanzas para una mejora ambiental en manos de un Ministerio del Medio Ambiente, es por decir lo menos peligroso, sobretodo considerando la experiencia de otros ministerios del medio ambiente en países latinoamericanos. En Brasil, esta cartera no ha podido parar la deforestación acelerada de la Amazonía, y en Ecuador el ministerio del medio ambiente ni siquiera fue llamado a participar en las negociaciones del TLC con EEUU. Por lo tanto un presidente de la CONAMA que carezca de la capacidad para influir políticamente, es sólo un arreglo cosmético para continuar con el estado de devastación ambiental. Lo anterior se agudiza en países como el nuestro, donde los recursos naturales son elementos claves en sus estrategias de desarrollo.

Para hacer un cambio institucional real, se debe priorizar la creación de una autoridad ambiental independiente de la autoridad de turno al estilo de un Banco Central y/o Contraloría General de la República, en lugar de la simple superintendencia como se pretende instaurar. De aprobarse tal como está diseñado, el Ministerio de Medioambiente carecería de independencia técnica, y sería incapaz de influir políticamente en la toma de decisiones del Gobierno de turno.

Chile necesita una institucionalidad ambiental de alto nivel técnico, que sea validado por los agentes económicos y que mantenga las reglas ambientales en el tiempo, es decir, que sea consistente. Además se debe reconocer el valor de nuestro capital natural a través de una Contabilidad Ambiental y Patrimonial. Los recursos naturales poseen valor económico y debería incluirse en cuentas ambientales como parte de la preocupación de desarrollo del país.

De lo bueno podemos destacar el retiro del proyecto de ley larga de pesca, que constituía una lápida para los menguados recursos pesqueros chilenos y para los 60 mil pescadores artesanales que subsisten al borde de la indigencia a lo largo del litoral. También es una señal positiva las sanciones iniciadas contra algunas plantas de salmonicultura que fueron sorprendidas produciendo más de lo permitido. Claro que nada se ha hecho por subsanar una serie de irregularidades al interior de la industria salmonera en su conjunto, donde miles de obreros trabajan diariamente en condiciones precarias y con bajos sueldos, vulnerando sus derechos laborales, sin mencionar los graves y diversos impactos medioambientales que tiene esta actividad, como la fuga masiva de salmones, el uso de antibióticos que afectan la salud humana, la aplicación de fungicidas prohibidos en los países desarrollados, la degradación del fondo marino y el fomento a la aparición de mareas rojas, por nombrar sólo algunas.
Si a todas estas realidades detalladas anteriormente, se suman otras arrastradas de la desastrosa administración anterior, como la reducción de la biomasa de las principales pesquerías, una pésima ley de bosque nativo a punto de aprobarse en el Senado, la tala ilegal de alerce, el caso de La Farfana y el sometimiento a la hediondez permanente de una de las zonas más pobres de Santiago, la desafectación de suelos agrícolas y la expansión urbana hacia las zonas de interés silvoagropecuarias en Santiago, la exposición permanente de trabajadoras temporeras a pesticidas altamente tóxicos, etcétera, parece evidente el profundo desprecio que tiene por la problemática del medioambiente, la Concertación en general y el actual gobierno en particular, con su concepción ultra productivista y favorable a los grupos económicos.

Pero lo más grave es la profundización de un patrón de acumulación que consiste en la conversión acelerada de capital natural en capital financiero concentrado en corporaciones y grupos económicos que operan precisamente en los sectores que explotan intensamente el medio ambiente y sus recursos, en el que no se toma en cuenta la capacidad de los ecosistemas para soportar la carga que implica el mayor crecimiento económico, y que tampoco toma en consideración la importancia de los recursos naturales como base crítica de la estrategia monoexportadora que predomina en Chile, en donde el 86% de lo que se vende en el extranjero son recursos naturales.
4.- Conclusión: Cultivando la explosión social

Este panorama para nada alentador que nos deja tras de sí los primeros 100 días del gobierno de Bachelet viene a completar un cuadro desolador después de 15 años de aplicación de políticas económicas ortodoxas por parte de los gobiernos de la Concertación.

Al finalizar estos 100 primeros días, los estudiantes secundarios retornaron a clases y pusieron fin a las tomas y paros que por más de un mes ocupó la agenda política y las pautas de los medios de comunicación. Con suspicacias y dudas, se integraron a la comisión asesora que nombró la Presidenta Bachelet para terminar con el primer gran conflicto social de su gobierno. Los estudiantes se movilizaron y rompieron con la apatía, ellos remecieron la estructura del poder y exigieron acabar con la pésima enseñanza que reciben.

También, protestaron por las condiciones de extrema desigualdad a las que se ven sometidos los estudiantes de los colegios municipalizados y particular subvencionado. El 91% de los jóvenes en Chile apenas reciben 30 mil pesos mensuales para su educación. Por eso, su movilización se convirtió en una demanda social, porque la desigualad, la exclusión y la desesperanza es transversal en nuestro país. La “revolución de los pingüinos”, como fue llamado el movimiento estudiantil, es simplemente la primera manifestación del malestar que se incuba en la sociedad chilena. 

Los estudiantes pudieron manifestarse porque tenían mucho que ganar y poco que perder. Por ejemplo, no serían despedidos si protestaban, como si lo serán los trabajadores que se levanten contra las pésimas condiciones laborales. Recuérdese que en Chile no hay derecho a huelga y los trabajadores pueden ser expulsados de sus trabajos simplemente por “necesidades de la empresa”. Ciertamente, es difícil que se materialicen brotes de insatisfacción social que logren romper con la actual estructura política y económica del país, pero no es descabellado pensar que existen razones de sobra para que muchos chilenos se levanten en protesta frente a la precaria situación en la que viven.

Hoy en base a una estimación sensata de la pobreza, más de un 80% de los chilenos se las arregla más o menos, mal o muy mal para vivir en una sociedad moderna y compleja como la nuestra. Según revista Capital, 9 de cada 10 santiaguinos vive con menos de 220 mil pesos mensuales.

Estas cifras están en perfecta sintonía con otras que también muestran signos preocupantes de la situación social por la que hoy atraviesa el país.  Por ejemplo, el porcentaje de gente afiliada a FONASA (sistema público de salud que atiende al sector más pobre del país) llega al 66%.  En Santiago se realiza un total de 8,4 millones de viajes motorizados diarios.  De éstos el 69% corresponde a transporte público. (Unos 5.796.000 viajes diarios).  De aquí se puede concluir que cerca del 70% de la población utiliza diariamente la micro como transporte, cifra que reúne al sector más pobre de la ciudad de Santiago, por lo que un aumento en el pasaje de ésta es una grave pérdida para los sectores más vulnerables de nuestra sociedad.  

Por otra parte, según la Encuesta Nacional del PNUD del 2001, ante la pregunta acerca de cuáles eran los sentimientos que mejor representaban a las personas frente al sistema económico, el 74% de la gente responde con sentimientos negativos de inseguridad, enojo, y pérdida.  Finalmente, de acuerdo a la información entregada por el Servicio de Impuestos Internos, el 78,5% del total de contribuyentes está exento del impuesto único al trabajo, debido a que su remuneración mensual es inferior a los $332.196.

La consecuencia del modelo implantado en Chile ha provocado que nuestro país sea una de las sociedades más desiguales del planeta. Tomando en cuenta sólo la distribución de los ingresos entre el 20% más rico y el 20% más pobre, tenemos que los primeros reciben 18,3 veces más ingresos que los últimos. Como lo informa la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico la clase media chilena recibe una de las peores distribuciones de ingreso del mundo (un poco más del 30%), que nos llevan a dudar seriamente acerca de la existencia hoy en día de este grupo social, por lo menos de la manera como lo conocimos hace un tiempo atrás.  

A nuestro juicio, actualmente existe en Chile además, una doble condición de la injusticia, la que no sólo se traduce en una mal distribuida riqueza o producción de bienes (zapatos, alimentos, libros, automóviles, etcétera), sino también en la desigual distribución de los males del progreso (basuras, contaminación tóxica, depredación de ambientes naturales, enfermedades psicológicas, etcétera).  De esta manera observamos que las comunas con un ingreso medio mensual por hogar que está por debajo de $500.000 captan más del 75% de la contaminación tóxica producida por la actividad industrial a nivel comunal y más del 80% de la contaminación tóxica metálica, del aire y del agua. En términos de porcentaje de la población, el 5,5% más rico recibe el 3,8% de contaminación tóxica, contra un 96,2% que recibe el 94,4% más pobre de la población; un 1,6% de contaminación tóxica metálica versus un 98,4%; un 1,7% de contaminación del aire versus un 98,3%, y un 1,7% versus un 98,3% que afecta al 94,4% restante de la población
.

Además, las extensas jornadas laborales de más de 10 horas diarias, el millón de chilenos que recibe 130 mil pesos al mes y los elevados porcentajes de pobreza e indigencia, pueden ser causa suficiente de un gran estallido social. Es una realidad que simplemente las autoridades no quieren mirar.
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� De acuerdo a Encuesta desarrollada por el Centro de Minería de la Universidad Católica y Mori Chile.


� Exhibiendo una alza de 73% respecto a diciembre de 2005.


� De hecho, como dato, se puede mencionar que los productores de alimento para salmón compran anualmente cerca del 50% de la producción local de harina de pescado.
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